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FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado y, en consecuencia:

1.o Reconocer que se han vulnerado los derechos
constitucionales del recurrente a ser informado de la
acusación y a la defensa.

2.o Restablecerle en sus derechos y, a este fin, anu-
lar la Sentencia núm. 456 del Juzgado de lo Penal núm. 1
de Santiago de Compostela, de 22 de noviembre
de 1995, dictada en el procedimiento abreviado 21/93
seguido por delito de alzamiento de bienes, así como
la Sentencia núm. 77 de la Sección Quinta de la Audien-
cia Provincial de A Coruña, de 21 de mayo de 1996,
que confirmó la anterior, y retrotraer las actuaciones al
momento anterior a aquél en que fue dictado el Auto
de continuación de la tramitación por los cauces del
Capítulo Segundo del Libro IV de la Ley de Enjuiciamiento
Criminal.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a treinta y uno de enero de dos
mil.—Carles Viver Pi-Sunyer.—Rafael de Mendizábal Allen-
de.—Julio Diego González Campos.—Tomás S. Vives
Antón.—Vicente Conde Martín de Hijas.—Guillermo Jimé-
nez Sánchez.—Firmado y rubricado.

4201 Sala Segunda. STC 20/2000, de 31 de enero
de 2000. Recurso de amparo 3184/96. Pro-
movido por don Rafael Solana Lara respecto
a una Sentencia de la Sala de lo Contencio-
so-Administrativo del Tribunal Superior de
Justicia de Andalucía que, a instancia del Cole-
gio Oficial de Biólogos, anuló la convocatoria
de una plaza de Catedrático de Universidad
en el área de Inmunología. Vulneración del
derecho a la tutela judicial sin indefensión:
falta de emplazamiento de quien había sido
admitido a participar en un concurso de acce-
so a la función pública docente.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Carles Viver Pi-Sunyer, Presidente; don
Rafael de Mendizábal Allende, don Julio Diego González
Campos, don Tomás S. Vives Antón, don Vicente Conde
Martín de Hijas y don Guillermo Jiménez Sánchez, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3.184/96, promovido
por don Rafael Solana Lara, representado por el Pro-
curador de los Tribunales don Luciano Rosch Nadal y
asistido por el Letrado don Manuel Francisco Clavero
Arévalo, contra la Sentencia de la Sección Tercera de
la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía, con sede en Sevilla,
de fecha 20 de diciembre de 1995, recaída en el recurso

contencioso-administrativo núm. 2.042/94 sobre provi-
sión de plazas vinculadas de Cuerpos Docentes Univer-
sitarios y Facultativos Especialistas de Área de Institu-
ciones Sanitarias del Servicio Andaluz de Salud. Han
comparecido y formulado alegaciones el Colegio Oficial
de Biólogos, representado por el Procurador de los Tri-
bunales don Alejandro González Salinas y asistido por
el Letrado don Jesús González Pérez, y el Ministerio Fis-
cal. Ha actuado como Ponente el Magistrado don Vicente
Conde Martín de Hijas, quien expresa el parecer de la
Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Juzgado de
guardia el día 31 de julio de 1996, registrado en este
Tribunal Constitucional el día 5 de agosto siguiente, don
Luciano Rosch Nadal, Procurador de los Tribunales, en
nombre y representación de don Rafael Solana Lara,
interpuso recurso de amparo contra la Sentencia de la
Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso-Adminis-
trativo del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía,
con sede en Sevilla, de fecha 20 de diciembre de 1995,
estimatoria del recurso contencioso-administrativo pro-
movido por el Colegio Oficial de Biólogos contra la Orden
de la Consejería de Educación y Ciencia de la Junta
de Andalucía, de 5 de agosto de 1994, por la que se
ordenó dar publicidad a la Resolución dictada por la
Universidad de Córdoba y el Servicio Andaluz de Salud,
de 16 de junio de 1994, por la que se convocaba con-
curso para la provisión de plazas vinculadas de Cuerpos
Docentes Universitarios y Facultativos Especialistas de
Área de Instituciones Sanitarias del Servicio Andaluz de
Salud.

2. Los hechos en los que se funda la demanda de
amparo son, sucintamente expuestos, los siguientes:

a) Por Orden de la Consejería de Educación y Ciencia
de la Junta de Andalucía, de 5 de agosto de 1994,
se acordó dar publicidad a la Resolución dictada por
la Universidad de Córdoba y el Servicio Andaluz de Salud,
de 16 de junio de 1994, por la que se convocaba con-
curso para la provisión de plazas vinculadas de Cuerpos
Docentes Universitarios y Facultativos Especialistas de
Área de Instituciones Sanitarias del Servicio Andaluz de
Salud («Boletín Oficial de la Junta de Andalucía» núm.
208, de 31 de agosto de 1994).

Entre las plazas convocadas figuraba la descrita con
el núm. 03V/94, perteneciente al Cuerpo de Catedrá-
ticos de Universidad, adscrita al área de conocimiento
de «Inmunología» y al Departamento de Fisiología e
Inmunología y vinculada al Hospital Universitario «Reina
Sofía», a la que se presentó el ahora recurrente en ampa-
ro, quien, por sendas Resoluciones del Rector de la Uni-
versidad de Córdoba de 3 de octubre y 8 de noviembre
de 1994, por las que se aprobaron, respectivamente,
la relación provisional y definitiva de aspirantes admi-
tidos y excluidos, fue admitido a participar en el concurso
para la provisión de dicha plaza.

b) El Colegio Oficial de Biólogos dirigió con fecha
de 28 de septiembre de 1994 un escrito al Rector de
la Universidad de Córdoba, solicitando que a la convo-
catoria de la mencionada plaza, a la que sólo podían
presentarse los Doctores en Ciencias Biológicas que
acreditasen su formación en Inmunología mediante la
formación completa como Biólogo Interno Residente
(BIR), realizada en un centro acreditado, previa supe-
ración de la prueba nacional preselectiva que establecen
las disposiciones legales vigentes (base de la convoca-
toria 2.2.1), pudieran presentarse los Doctores en Cien-
cias Biológicas que, no formados a través del régimen
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de los Biólogos Internos Residentes (BIR), reuniesen los
requisitos precisos para obtener una especialidad, res-
pecto a quienes, a diferencia de los médicos, aún no
se han regulado las homologaciones precisas.

El Rector de la Universidad de Córdoba, por Reso-
lución de 30 de septiembre de 1994, no accedió a la
solicitud instada por el Colegio Oficial de Biólogos.

c) Mediante escrito registrado en fecha 29 de octu-
bre de 1994, el Colegio Oficial de Biólogos interpuso
recurso contencioso-administrativo contra la Orden de
la Consejería de Educación y Ciencia de la Junta de
Andalucía de 5 de agosto de 1994, por la que se acordó
dar publicidad a la Resolución dictada por la Universidad
de Córdoba y el Servicio Andaluz de Salud de 16 de
junio de 1994, por la que se convocaba concurso para
la provisión de plazas vinculadas de Cuerpos Docentes
Universitarios y Facultativos especialistas de Área de Ins-
tituciones Sanitarias del Servicio Andaluz de Salud.

d) La Sección Tercera de la Sala de lo Contencio-
so-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de
Andalucía, con sede en Sevilla, por providencia de 30
de marzo de 1995 tuvo por interpuesto el recurso con-
tencioso-administrativo, ordenó la publicación del corres-
pondiente edicto en el «Boletín Oficial» de la provincia
y acordó reclamar el expediente al órgano del que dima-
naba el acto recurrido. A tal efecto, el Presidente de
Sala dirigió en la misma fecha comunicación a la Uni-
versidad de Córdoba, a fin de que remitiera el expediente
administrativo previo emplazamiento personal de las par-
tes personadas en el mismo y demás interesados que
resulten de él, para que en el plazo de nueve días pudie-
ran comparecer con Abogado y Procurador.

e) La Sección Tercera de la Sala de lo Contencio-
so-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de
Andalucía, con sede en Sevilla, por providencia de 6
de septiembre de 1995 tuvo por personado al Letrado
Jefe del Gabinete Jurídico de la Universidad de Córdoba,
confiriendo traslado a la representación procesal de la
parte recurrente para que formulase la demanda con
entrega al efecto del expediente administrativo.

Por nuevo proveído de 7 de octubre de 1995, dio
traslado de la demanda al Letrado Jefe del Gabinete
Jurídico de la Universidad de Córdoba para que con-
testase a la misma con entrega al efecto del expediente
administrativo.

Denegado el recibimiento a prueba del recurso por
Auto de 15 de noviembre de 1995, por nuevo proveído
de 5 de diciembre de 1995 se señaló fecha para la
votación y fallo del mismo.

f) La Sección Tercera de la Sala de lo Contencio-
so-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de
Andalucía, con sede en Sevilla, dictó Sentencia en fecha
20 de diciembre de 1995 en la que estimó el recurso
contencioso-administrativo interpuesto por el Colegio
Oficial de Biólogos y, en consecuencia, anuló y dejó sin
efecto la Orden recurrida en el extremo impugnado, reco-
nociendo el derecho a participar en la convocatoria de
la plaza núm. 03V/94 a los Doctores en Ciencias Bio-
lógicas, Profesores Titulares de Universidad en el Área
de Inmunología con tres años de antigüedad a la publi-
cación de la convocatoria y que hubieran prestado ser-
vicios asistenciales durante más de cuatro años en cen-
tros acreditados para la formación de especialistas en
Inmunología y que durante ese tiempo hubieran actuado
en todas las actividades cualificadas que constituyen el
contenido propio —teórico y práctico— del programa ofi-
cial establecido para tal especialidad.

g) La anterior Sentencia fue notificada a la Univer-
sidad de Córdoba en fecha 8 de julio de 1996.

Por oficio del Letrado de la Asesoría Jurídica de la
Universidad de Córdoba de fecha 26 de julio de 1996
se dio traslado de una copia de la misma al ahora deman-
dante de amparo.

h) La Comisión encargada de resolver el concurso
para la provisión de la plaza núm. 03V/94 elevó pro-
puesta de provisión, en fecha 23 de febrero de 1996,
a favor del ahora recurrente en amparo, don Rafael Sola-
na Lara, el cual, por Resolución de la Universidad de
Córdoba y del Servicio Andaluz de Salud de 13 de abril
de 1996, fue nombrado Catedrático de Universidad (pla-
za vinculada) Facultativo especialista de Área del área
de conocimiento de «Inmunología», adscrita al Depar-
tamento de Fisiología e Inmunología, tomando posesión
de la referida plaza el día 6 de junio de 1996.

3. En cuanto a la fundamentación jurídica de la
demanda de amparo, el recurrente imputa a la Sentencia
de la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso-Ad-
ministrativo del Tribunal Superior de Justicia de Anda-
lucía, con sede en Sevilla, de fecha 20 de diciembre
de 1995 la vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva, en su vertiente de derecho a la jurisdicción
(art. 24.1 CE), al haberse tramitado el recurso conten-
cioso-administrativo interpuesto por el Colegio Oficial de
Biólogos, que afectaba a sus derechos e intereses legí-
timos, sin que hubiera sido emplazado para intervenir
en el mismo.

Para participar en el concurso de la plaza núm.
03V/94, que finalmente le fue adjudicada, había sido
admitido con carácter provisional por Resolución del Rec-
tor de la Universidad de Córdoba de 3 de octubre de
1994 y con carácter definitivo por posterior Resolución
de 8 de noviembre de 1994, siendo emplazada la Uni-
versidad de Córdoba en el recurso contencioso-admi-
nistrativo en abril de 1995, por lo que es evidente que
debió de ser emplazado para que pudiera personarse
en dicho recurso, de conformidad con lo establecido
en el art. 64 LJCA, que obliga a notificar la resolución
por la que se acuerda la remisión al órgano judicial del
expediente administrativo a cuantos aparezcan como
interesados en el mismo, para que puedan comparecer
y personarse en el proceso en el plazo de nueve días.
Al no haberse llevado a cabo esta notificación, no pudo
intervenir en el proceso, vulnerándose, en consecuencia,
su derecho a defender la legalidad de la convocatoria,
con las graves consecuencias que supone el hecho de
haber ganado la plaza que fue declarada nula por aquella
Sentencia. Situación de indefensión en la que se ha visto
colocado también el Servicio Andaluz de Salud, coautor
con la Universidad de Córdoba de la convocatoria, al
no haber sido tampoco emplazado y no haber podido
participar, por consiguiente, en el proceso contencio-
so-administrativo.

Concluye su escrito, solicitando del Tribunal Cons-
titucional la admisión de la demanda de amparo y que,
previos los trámites oportunos, dicte Sentencia en la que
declare la nulidad de la Sentencia de la Sección Tercera
de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía, con sede en Sevilla,
de fecha 20 de diciembre de 1995, restableciéndole
en su derecho a la tutela judicial efectiva mediante la
retroacción de las actuaciones al momento en que debió
ser emplazado en el proceso de acuerdo con el art. 64
LJCA. Mediante otrosí instó, al amparo del art. 56.1
LOTC, la suspensión de la ejecución de la resolución
judicial recurrida.

4. La Sección Cuarta de este Tribunal Constitucio-
nal, por providencia de 31 de octubre de 1996, acordó
recabar de la Universidad de Córdoba certificación acre-
ditativa de sí el recurrente en amparo había sido empla-
zado para su personación en el recurso contencioso-ad-
ministrativo núm. 2.042/94, interpuesto por el Colegio
Oficial de Biólogos, así como de la Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia en
Andalucía, con sede en Sevilla, certificación o fotocopia
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adverada de las actuaciones correspondientes al recurso
contencioso-administrativo núm. 2.042/94, en el que
recayó la Sentencia de 20 de diciembre de 1995.

En fecha 27 de noviembre de 1996 tuvo entrada
en el Registro de este Tribunal Constitucional un escrito
del Asesor Jurídico de la Universidad de Córdoba, al
que se adjunta certificación expedida por el Secretario
general de dicha Universidad, en la que se dice que
el recurrente en amparo, don Rafael Solana Lara, no
fue emplazado en el recurso contencioso-administrativo
núm. 2.042/94.

En fecha 21 de diciembre de 1996 fue remitida a
este Tribunal Constitucional certificación o fotocopia
adverada de las actuaciones correspondientes al recurso
contencioso-administrativo núm. 2.042/94.

5. La Sección Cuarta del Tribunal Constitucional, por
proveído de 7 de mayo de 1997, acordó, de conformidad
con lo establecido en el art. 50.5 LOTC, otorgar al
recurrente en amparo un plazo de diez días, para que
acreditase fehacientemente la fecha de notificación de
la Sentencia de la Sección Tercera de la Sala de lo
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Jus-
ticia de Andalucía, con sede en Sevilla, de 20 de diciem-
bre de 1995 a la representación procesal de la Uni-
versidad de Córdoba, así como la fecha en la que ésta
notificó al demandante de amparo la mencionada
Sentencia.

Por escrito de fecha 21 de mayo de 1997 la repre-
sentación procesal del demandante de amparo aportó
sendas certificaciones del Secretario general de la Uni-
versidad de Córdoba, en las que consta que dicha Sen-
tencia fue notificada a la Universidad mediante escrito
que tuvo entrada en su Registro General el día 8 de
julio de 1996 y que por oficio del Letrado de la Asesoría
Jurídica de fecha 26 de julio de 1996, por orden del
Excmo. Sr. Rector magnífico de la Universidad de Cór-
doba, se dio traslado de copia de la Sentencia al ahora
demandante de amparo.

6. La Sección Cuarta de este Tribunal Constitucional
por providencia de 1 de julio de 1997 acordó admitir
a trámite la demanda de amparo y, en aplicación de
lo dispuesto en el art. 51 LOTC, obrando ya en el proceso
testimonio de las actuaciones correspondientes al recur-
so contencioso-administrativo núm. 2.024/94, dirigir
sendas comunicaciones a la Sección Tercera de la Sala
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior
de Justicia de Andalucía, con sede en Sevilla, a fin de
que emplazase en el recurso de amparo a quienes hubie-
ran sido parte en el procedimiento, a excepción del
demandante de amparo, para que en el plazo de nueve
días pudieran comparecer, si lo deseasen, en el recurso
de amparo y defender sus derechos, y a la Consejería
de Educación y Ciencia de la Junta de Andalucía, al
objeto de que en plazo que no excediera de diez días
remitiese certificación o fotocopia adverada de las actua-
ciones correspondientes al expediente administrativo
relativo a la Orden de 5 de agosto de 1994 (BOJA,
núm. 208, de 31 de agosto).

Por escrito de fecha 8 de agosto de 1997 la Secretaria
General Técnica de la Consejería de Educación y Ciencia
de la Junta de Andalucía comunicó que el asunto res-
pecto al cual se instó la remisión del expediente admi-
nistrativo era competencia de la Universidad de Córdoba
y del Servicio Andaluz de Salud.

La Sección Cuarta, por nuevo proveído de 8 de sep-
tiembre de 1997 acordó dirigir atentas comunicaciones
a la Universidad de Córdoba y al Servicio Andaluz de
Salud a fin de que remitieran el expediente administrativo
relativo a la convocatoria objeto de este proceso.

Mediante sendos escritos registrados en este Tribunal
Constitucional los días 6 y 20 de octubre de 1997 el

Letrado de la Universidad de Córdoba y Subdirector de
Personal del Servicio Andaluz de Salud remitieron, res-
pectivamente, el expediente administrativo.

7. Por escrito registrado en este Tribunal Constitu-
cional el día 29 de julio de 1997 se personó en el proceso
de amparo el Colegio Oficial de Biólogos, representado
por el Procurador de los Tribunales don Alejandro Gon-
zález Salinas y asistido del Letrado don Jesús González
Pérez.

8. La Sección Tercera de este Tribunal Constitucio-
nal por proveído de 13 de noviembre de 1997 acordó
tener por personado y parte en el procedimiento al Pro-
curador de los Tribunales don Alejandro González Sali-
nas, en nombre y representación del Colegio Oficial de
Biólogos; así como, de conformidad con el art. 52.1
LOTC, dar vista de las actuaciones recibidas a las partes
y al Ministerio Fiscal, por plazo común de veinte días,
para que pudieran formular las alegaciones que estima-
sen oportunas.

9. La representación procesal del demandante de
amparo evacuó el trámite de alegaciones conferido
mediante escrito presentado en el Juzgado de guardia
el día 12 de diciembre de 1997, registrado en este Tri-
bunal Constitucional el día 15 siguiente, en el que se
ratificó lo expuesto en la demanda de amparo.

10. La representación procesal del Colegio Oficial
de Biólogos evacuó el trámite de alegaciones conferido
mediante escrito presentado en el Juzgado de guardia
el día 17 de diciembre de 1997, registrado en este Tri-
bunal Constitucional el día 19 siguiente, que, en lo sus-
tancial, a continuación se extracta:

La Sentencia recurrida en amparo aborda un asunto
que suscitó especial revuelo en un grupo no muy nutrido
de especialistas en Inmunología, habiendo tenido eco
la interposición del recurso contencioso-administrativo
promovido para defender el futuro profesional de los
biólogos en los congresos, en las asociaciones y en las
sociedades científicas. Las reglas de la sana crítica fuer-
zan a sostener que el demandante de amparo, quien
ejercía como adjunto en el Hospital «Reina Sofía», de
Córdoba, y era Profesor titular de la Universidad de Cór-
doba, no pudo haber desconocido la interposición del
mencionado recurso contencioso-administrativo contra
la convocatoria de la plaza que estaba redactada a su
imagen y semejanza.

El derecho a la tutela judicial efectiva de éste no puede
llevar a desconocer el mismo derecho de los biólogos
que desde hace unos cuantos años vienen solicitando
un trato de igualdad, que al fin les es reconocido en
la Sentencia impugnada en amparo. Este Tribunal Cons-
titucional ha señalado en numerosas resoluciones que
en estos supuestos, en los que están en juego dos dere-
chos constitucionales enfrentados, no siempre puede
posponerse el derecho a la ejecución de una Sentencia
firme y a una resolución final sin dilaciones indebidas
(STC 100/1994).

Las circunstancias tan singulares que concurren en
este caso, al prestar el recurrente en amparo sus servicios
en la Universidad de Córdoba y en el centro sanitario
al que estaba adscrita la plaza cuya convocatoria fue
anulada por la Sentencia impugnada, han de llevar deci-
didamente a la aplicación de toda la larga serie de Sen-
tencias de este Tribunal Constitucional que rechazan en
supuestos similares los recursos de amparo, porque la
indefensión, de existir, se debe a la simple pasividad,
negligencia o malicia del demandante de amparo (SSTC
167/1992, 314/1995).
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Concluye su escrito interesando de este Tribunal
Constitucional que dicte Sentencia desestimatoria del
recurso de amparo. Mediante otrosí solicitó, de suscitar
alguna duda el hecho cierto de que el demandante de
amparo ocupaba una plaza de Profesor titular en la Uni-
versidad de Córdoba y plaza de adjunto en el Hospital
«Reina Sofía», de la misma ciudad, instituciones en las
que se integra la plaza cuya convocatoria ha sido anu-
lada, que se procediese proveer la correspondiente cer-
tificación a dicha Universidad y hospital.

11. El Fiscal ante el Tribunal Constitucional presentó
su escrito de alegaciones en fecha 18 de diciembre de
1997, en el que efectuó las consideraciones que a con-
tinuación se resumen:

a) Tras referirse a los antecedentes fácticos del
recurso, alude, en primer término, a la doctrina de este
Tribunal Constitucional sobre la necesidad de emplaza-
miento personal en el recurso contencioso-administra-
tivo no sólo de quien ostenta la condición de demandado,
sino de todo aquel que tuviera un interés legítimo, expre-
sión ésta que incluye, entre otros, a los participantes
en un proceso selectivo (STC 65/1994). Doctrina que
para poder otorgar el amparo que se demanda exige
la concurrencia de una serie de requisitos.

El primero de ellos que la persona ostente al menos
la cualidad de legítimamente interesada, lo que normal-
mente constará por su presencia en el expediente admi-
nistrativo, debiendo entenderse en casos como el que
nos ocupa que la participación en un proceso selectivo,
incluso aunque no se actúe directamente en la impug-
nación administrativa efectuada por terceras personas,
es demostrativa no ya de un interés legítimo, sino de
un auténtico interés directo, aun en el supuesto de que
en el momento de la interposición del recurso conten-
cioso-administrativo no se hubiera obtenido la plaza y,
por tanto, no se trate de la persona titular de un derecho
subjetivo proveniente del acto recurrido [art. 29.2 b)
LJCA].

El segundo requisito es que no se haya producido
el emplazamiento personal de quien acude en amparo
en sede constitucional. En este punto es preciso recordar
que la Ley 10/1992, de 30 de abril, de Medidas Urgentes
de Reforma Procesal, modificó el art. 64 LJCA, impo-
niendo a la Administración autora del acto impugnado
la carga de emplazar a quienes aparezcan como inte-
resados en el expediente administrativo, locución esta
que debe de interpretarse en el sentido antes señalado.
Dentro de tal requisito se incluye, además, que los inte-
resados que han de ser emplazados resulten fácilmente
identificables en el expediente administrativo.

El tercer requisito consiste en que no haya existido
un conocimiento extraprocesal del recurso contencio-
so-administrativo, habiendo señalado este Tribunal Cons-
titucional que la simple interposición de un recurso con-
tencioso-administrativo no impone al interesado ninguna
carga de comprobación de la interposición de un ulterior
recurso contencioso-administrativo.

Finalmente, es necesario que la falta de emplazamien-
to haya producido una indefensión real o material, puesto
que dicho emplazamiento no es un fin en sí mismo,
sino un instrumento para la satisfacción del derecho a
la tutela judicial efectiva.

b) La aplicación de la doctrina expuesta al presente
supuesto lleva al Ministerio Fiscal a sostener que se cum-
plen todos los requisitos indicados. El demandante de
amparo, como partícipe en un proceso selectivo, estaba
legítimamente interesado en lo que resolviera el órgano
judicial, resultando perfectamente identificable, sin que
su emplazamiento personal supusiera una carga inasu-
mible por el órgano judicial o, cuanto ejecutor del mismo,
por la Administración. Aunque es ésta la que debía de

efectuar el emplazamiento, no se trata, sin embargo,
de un acto administrativo en sentido propio, sino de
la ejecución de una resolución judicial, por lo que la
violación del derecho fundamental ha de imputarse, por
la vía del art. 44 LOTC, a una omisión del órgano judicial.
De otra parte, no consta que el demandante de amparo
tuviese un conocimiento extraprocesal del recurso con-
tencioso-administrativo, ni, atendiendo al hecho de existir
tres Salas o más de lo Contencioso-Administrativo en
Andalucía, además del volumen de trabajo de la de Sevi-
lla, se le podía imponer la obligación de indagar cons-
tantemente —ni siquiera ante el órgano administrativo
autor del acto impugnado— la interposición del recurso
contencioso-administrativo. Todo lo expuesto, en un caso
en el que se trata de un interesado directo, determina
una indefensión material del mismo, que debe de llevar
al otorgamiento del amparo solicitado.

Concluye su escrito interesando del Tribunal Cons-
titucional que dicte Sentencia estimatoria del recurso
de amparo por vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva, al no haber sido emplazado personalmente el
demandante de amparo en el recurso contencioso-ad-
ministrativo, anulando, en consecuencia, la Sentencia
impugnada con la consiguiente retroacción del proceso
al momento en que aquél debió de ser emplazado, para
que pueda personarse en el proceso y contestar a la
demanda.

12. Por providencia de 27 de enero de 2000, se
señaló para la deliberación y votación de la presente
Sentencia el día 31 de enero siguiente.

II. Fundamentos jurídicos

1. La demanda de amparo se dirige contra la Sen-
tencia de la Sección Tercera de la Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de
Andalucía, con sede en Sevilla, de fecha 20 de diciembre
de 1995, recaída en el recurso contencioso-administra-
tivo núm. 2042/94, promovido por el Colegio Oficial
de Biólogos, que, estimando el recurso y anulando en
el extremo impugnado la Orden de la Consejería de Edu-
cación y Ciencia de la Junta de Andalucía de 5 de agosto
de 1994, reconoció el derecho a participar en la con-
vocatoria de la plaza núm. 03V/94, perteneciente al
Cuerpo de Catedráticos de Universidad, adscrita al área
de conocimiento de «Inmunología» y al Departamento
de Fisiología e Inmunología y vinculada al Hospital Uni-
versitario «Reina Sofía», a los Doctores en Ciencias Bio-
lógicas y Profesores titulares en el área de «Inmunología»
con tres años de antigüedad a la publicación de la con-
vocatoria y que hubieran prestado servicios asistenciales
durante más de cuatro años en centros acreditados para
la formación de especialistas en Inmunología y que
durante ese tiempo hubieran actuado en todas las acti-
vidades cualificadas que constituyen el contenido propio
del programa oficial establecido para la especialidad.

El demandante de amparo, quien tras el correspon-
diente proceso selectivo había sido propuesto y nom-
brado para ocupar dicha plaza, imputa a la mencionada
Sentencia, en cuanto pone fin al proceso contencioso-ad-
ministrativo, la vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva, en su vertiente de derecho a acceder a la juris-
dicción (art. 24.1 CE), al no haber sido emplazado per-
sonal y directamente en el referido proceso, pese a ser
titular de un interés legítimo en el mantenimiento de
la Orden impugnada. Aduce al respecto que había sido
admitido para participar en el concurso para la provisión
de aquella plaza, con carácter provisional y definitivo,
respectivamente, por sendas Resoluciones del Rector de
la Universidad de Córdoba de 3 de octubre y 8 de noviem-
bre de 1994, y que la Universidad de Córdoba fue empla-
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zada en el proceso contencioso-administrativo en abril
de 1995, por lo que es evidente, de conformidad con
el art. 64 LJCA, que debió de ser emplazado personal-
mente, para que pudiera personarse en el proceso. La
falta de emplazamiento, que también se produjo en rela-
ción con el Servicio Andaluz de Salud, le impidió inter-
venir en el mismo y ejercer su derecho a defender la
legalidad de la convocatoria, generándole una situación
material de indefensión.

El Ministerio Fiscal considera que en el presente
supuesto se dan todos los requisitos establecidos por
la doctrina del Tribunal Constitucional sobre la necesidad
de emplazamiento personal en el proceso contencio-
so-administrativo de quien ostenta un interés legítimo
y directo en el mismo, expresión en la que ha de incluirse,
entre otros, a quienes participan en un proceso selectivo,
sin que conste que el solicitante de amparo hubiera teni-
do un conocimiento extraprocesal del recurso conten-
cioso-administrativo, por lo que interesa la estimación
de la demanda de amparo. Por su parte, la representación
procesal del Colegio Oficial de Biólogos señala que el
asunto objeto de debate en la vía judicial suscitó especial
revuelo en un grupo no muy nutrido de especialistas
en Inmunología, habiendo trascendido la interposición
del recurso contencioso-administrativo en congresos,
asociaciones y sociedades científicas, así como que las
reglas de la sana crítica fuerzan a sostener que el deman-
dante de amparo, quien ejercía como adjunto en el Hos-
pital «Reina Sofía», de Córdoba, centro sanitario al que
estaba adscrita la plaza en cuestión, y era Profesor titular
de la Universidad de dicha ciudad, no pudo haber des-
conocido la interposición del recurso contencioso-admi-
nistrativo, de forma que la situación de indefensión que
se denuncia, en caso de existir, ha de imputarse a la
simple pasividad, negligencia o malicia del recurrente
en amparo.

2. Delimitados en los términos expuestos el objeto
del presente recurso de amparo y las posiciones de las
partes, la cuestión suscitada consiste en determinar, una
vez más, si la falta de emplazamiento personal del
demandante de amparo en el proceso contencioso-ad-
ministrativo ha supuesto una vulneración o no del dere-
cho a la tutela judicial efectiva sin indefensión que reco-
noce el art. 24.1 CE, respecto a la cual este Tribunal
Constitucional ha elaborado una consolidada doctrina
jurisprudencial, que se sintetiza, entre otras muchas reso-
luciones, en la reciente STC 1/2000, de 17 de enero
(FJ 3).

La mencionada doctrina constitucional ha venido
resaltando la importancia en todos los órdenes jurisdic-
cionales de la efectividad de los actos de comunicación
procesal y, en particular, del emplazamiento, a través
del cual el órgano judicial pone en conocimiento de quie-
nes ostentan algún derecho o interés la existencia misma
del proceso, dada la transcendencia que estos actos
revisten para garantizar el principio de contradicción,
que integra el derecho a la tutela judicial efectiva (SSTC
334/1993, de 15 de noviembre, FJ 2; 113/1998, de 1
de junio, FJ 3; 26/1999, de 8 de marzo, FJ 3). Desde
la STC 9/1981, de 31 de marzo, el Tribunal Consti-
tucional ha afirmado que el art. 24.1 CE contiene un
mandato implícito al legislador y al intérprete, consis-
tente en promover la defensa, en la medida de lo posible,
mediante la correspondiente contradicción, lo cual lleva
a exigir el emplazamiento personal de los que pueden
comparecer como demandados e incluso como coad-
yuvantes, siempre que ello sea factible. En esta línea
de razonamiento, con relación a los emplazamientos en
el recurso contencioso-administrativo ha declarado en
numerosas resoluciones que el emplazamiento por edic-

tos no garantiza en medida suficiente la defensa de quie-
nes están legitimados para comparecer como deman-
dados o coadyuvantes en procesos que inciden direc-
tamente en sus derechos e intereses, y que es exigible
el emplazamiento personal, cuando los legitimados,
como parte demandada o coadyuvante, fueran conoci-
dos e identificables a partir de los datos que figuren
en el escrito de interposición del recurso contencioso-ad-
ministrativo, en el expediente administrativo o en la
demanda y que, en estos supuestos, la falta de dicho
emplazamiento puede suponer una vulneración del
art. 24.1 CE (por todas, SSTC 97/1991, de 9 de mayo,
FJ 2; 100/1994, de 11 de abril, FJ 2; 105/1994, de 11
de abril, FJ 2; 122/1998, de 15 de junio, FJ 3; 26/1999,
de 8 de marzo, FJ 3).

A la expuesta doctrina constitucional responde el art.
64 LJCA 1956, en la redacción que le diera la Ley
10/1992, de 30 de abril, vigente, por tanto, en el
momento de efectuar los emplazamientos en el recurso
contencioso-administrativo en el que recayó la Sentencia
ahora impugnada en amparo, que impone a la Admi-
nistración autora del acto o disposición impugnados la
carga de notificar a cuantos aparezcan como interesados
en el expediente administrativo su remisión al Tribunal
y, a la vez, emplazarles, para que puedan comparecer
y personarse en autos, dejando subsistente el empla-
zamiento por el mero anuncio de la interposición del
recurso, con carácter residual, para aquellos interesados
que no hubieran podido ser emplazados personalmente,
así como requiere del órgano judicial el examen de las
actuaciones administrativas, para comprobar que se han
efectuado los emplazamientos necesarios y ordenar, en
su caso, que se practiquen, si se advirtiera que son incom-
pletos (SSTC 65/1994, de 28 de febrero, FJ 3;
105/1995, de 3 de julio, FJ 3).

No obstante, la doctrina constitucional reseñada ha
sido progresivamente matizada y perfilada, advirtiéndose
que no toda falta de emplazamiento personal puede ser
calificada como vulneradora del derecho a la tutela judi-
cial efectiva, pues la propia condición o personalidad
de quien afirma haber sufrido la lesión por habérsele
emplazado edictalmente, los propios medios de los que
el órgano judicial haya podido disponer para practicar
y hacer efectivo el emplazamiento personal, la diligencia
que el presuntamente lesionado haya observado a fin
de comparecer en el proceso, el conocimiento extra-
procesal que haya podido tener acerca de su existencia,
o, en fin, el momento mismo en que llegó a conocer
la Sentencia que puso término al proceso, son, entre
las más significativas, aunque no exclusivas, causas o
hechos determinantes de la valoración y juicio que la
infracción procesal pueda y deba merecer desde la pers-
pectiva de aquel derecho fundamental (SSTC 72/1990,
de 23 de abril, FJ 2; 65/1994, de 28 de febrero, FJ 3).
Más concretamente, por lo que se refiere a la diligencia
exigible a quien denuncia una situación de indefensión
como consecuencia de la falta de emplazamiento per-
sonal, el Tribunal Constitucional tiene declarado que tal
infracción procesal sólo deviene en lesión constitucional,
cuando, pese a mantenerse por el ciudadano una actitud
diligente, se ve colocado en una situación de indefensión,
ya que no es de recibo que mantenga una denuncia
constitucional de indefensión quien por su actitud pasiva
y negligente coadyuvó a su producción, al no comparecer
en el proceso, estando a tiempo de hacerlo, pese a tener
conocimiento de su existencia por cauces distintos al
emplazamiento personal o haberlo podido tener si hubie-
ra empleado una mínima diligencia (SSTC 105/1995,
de 3 de julio, FJ 4; 122/1998, de 15 de junio, FJ 3;
26/1999, de 8 de marzo, FJ 3). De otro modo, la pro-
tección ilimitada del derecho del no emplazado, que
transformaría ese derecho en un requisito pura y rígi-



30 Viernes 3 marzo 2000 BOE núm. 54. Suplemento

damente formal, conllevaría, en su automatismo, el sacri-
ficio del derecho a la tutela judicial efectiva de quien,
actuando de buena fe, fue parte en el proceso conten-
cioso-administrativo y se creía protegido por la paz y
la seguridad jurídica que implica la institución de la cosa
juzgada (SSTC 56/1985, de 29 de abril, FJ 4; 97/1991,
de 9 de mayo, FJ 2; 31/1998, de 11 de febrero,
FJ 4; 122/1998, de 15 de junio, FJ 3; 26/1999, de 8
de marzo, FJ 3).

Cuando se denuncia, como acontece en el presente
supuesto, la vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva por ausencia del debido emplazamiento, resulta
necesario, por tanto, determinar si efectivamente el
demandante de amparo debía de haber sido emplazado
personalmente y se encontraba suficientemente iden-
tificado para ello; en segundo lugar, si el emplazamiento
se llevó o no a cabo en forma personal y suficiente para
que llegara a conocimiento del destinatario; y, en el caso
de que no se hubiese practicado, si el recurrente en
amparo ha tenido conocimiento o pudo haberlo tenido,
de actuar con la diligencia que le es exigible, de la exis-
tencia del proceso para ejercer su derecho de compa-
recencia y defensa.

3. Respecto a la primera de las cuestiones apun-
tadas, procede analizar a continuación si el demandante
de amparo debió ser emplazado personalmente en el
proceso contencioso-administrativo o, en otras palabras,
si gozaba de legitimación como presupuesto inexcusable
del proceso. El recurrente en amparo sostiene en este
sentido, siendo de la misma opinión el Ministerio Fiscal,
que debió de ser emplazado personalmente en el pro-
ceso contencioso-administrativo, al ostentar un interés
directo y legítimo en el mantenimiento de la resolución
administrativa impugnada, pues en el momento en que
el órgano judicial recabó de la Universidad de Córdoba
la remisión del expediente administrativo y le requirió
para que emplazase personalmente a las partes perso-
nadas en el mismo y a los demás interesados, ya había
sido admitido a participar en el concurso para la provisión
de la plaza núm. 03V/94, para la cual, una vez realizadas
las pruebas selectivas, fue propuesto por la Comisión
Evaluadora y nombrado por Resolución de la Universidad
de Córdoba y del Servicio Andaluz de Salud, de fecha
13 de abril de 1996, habiendo tomado posesión de la
misma el día 6 de junio de 1996.

En este extremo, el debate se sitúa en el terreno
de la legitimación del demandante de amparo, como
presupuesto inexcusable del proceso, que implica en el
proceso contencioso-administrativo, como hemos seña-
lado en la STC 65/1994, recogiendo al respecto la doc-
trina de la Sala Tercera y de la Sala Especial de Revisión
del Tribunal Supremo, una relación material unívoca
entre el sujeto y el objeto de la pretensión (acto o dis-
posición impugnados), de tal forma que su anulación
produzca automáticamente un efecto positivo (beneficio)
o negativo (perjuicio), actual o futuro, pero cierto (FJ 3;
también, SSTC 105/1995, de 3 de julio, FJ 2;
122/1998, de 15 de junio, FJ 4; 1/2000, de 17 de
enero, FJ 4).

Pues bien, de las actuaciones remitidas y de la docu-
mentación que se adjunta con la demanda de amparo
se desprende que el recurrente en amparo por sendas
Resoluciones del Rector de la Universidad de Córdoba
de 3 de octubre y 8 de noviembre de 1994, por las
que se aprueban las relaciones provisional y definitiva,
respectivamente, de aspirantes admitidos y excluidos,
había sido admitido para participar en el proceso selec-
tivo de la plaza de Catedrático de Universidad, adscrita
al área de conocimiento de Inmunología y al Departa-
mento de Fisiología e Inmunología y vinculada al Hospital
Universitario «Reina Sofía», designada como plaza
03V/94, a la que aspiraba además otro candidato. Por

otra parte, la pretensión deducida en el recurso con-
tencioso-administrativo promovido por el Colegio Oficial
de Biólogos, interpuesto mediante escrito registrado en
fecha 29 de octubre de 1994 y admitido a trámite por
providencia de 30 de marzo de 1995, consistía preci-
samente en que se anulase una de las bases de la con-
vocatoria referida a aquella plaza, en concreto la base
2.2.1, otorgando el derecho a participar en la misma
a los Doctores en Ciencias Biológicas que, no formados
a través del régimen de los Biólogos Internos Residentes
(BIR), cumpliesen los requisitos precisos para que les
fuera reconocida la especialidad. De modo que el deman-
dante de amparo, en cuanto incluido en la lista de aspi-
rantes a aquella plaza, cumplía los requisitos de legi-
timación exigidos para ser parte en el proceso conten-
cioso-administrativo, al ostentar un legítimo interés en
que se respetara la validez de la convocatoria, en la
medida en que tenía la expectativa de ser nombrado
para ocupar dicha plaza, pues, como este Tribunal Cons-
titucional ya ha tenido ocasión de declarar, los opositores
admitidos para la práctica de pruebas selectivas tienen
un legítimo interés en que no se anule la convocatoria
(SSTC 65/1994, de 28 de febrero, FJ 3; 118/1998,
de 4 de junio, FJ 3; 122/1998, de 15 de junio, FJ 5;
72/1999, de 26 de abril, FJ 3; 152/1999, de 14 de
septiembre, FJ 5). Así pues, de conformidad con la indi-
cada doctrina jurisprudencial, hemos de concluir que el
demandante de amparo, en cuanto aspirante admitido
a la plaza convocada, ostentaba un legítimo interés en
el proceso contencioso-administrativo, en el que debió
ser emplazado personalmente, si era factible.

4. Sentada, pues, la premisa de que el demandante
de amparo era titular de un interés legítimo que implicaba
su derecho a ser emplazado personal y directamente en
el proceso contencioso-administrativo, hemos de deter-
minar ahora si dicho emplazamiento, además de nece-
sario, era factible por ser identificable a partir de los
datos obrantes en el expediente.

De las actuaciones remitidas a este Tribunal Cons-
titucional se desprende que, una vez interpuesto el recur-
so contencioso-administrativo por el Colegio Oficial de
Biólogos, la Sección Tercera de la Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de
Andalucía, con sede en Sevilla, dictó providencia en
fecha 30 de marzo de 1995, en la que se acordó tener
por interpuesto el recurso contencioso-administrativo, la
publicación del oportuno edicto en el «Boletín Oficial
de la Provincia», así como que se reclamase el expediente
al órgano del que dimanó el acto recurrido, interesándole
que, previamente a su remisión, procediese a emplazar
a los posibles interesados ante la Sala, por si conviniera
a su derecho personarse en autos. En cumplimento de
lo acordado, el Presidente de la Sala de lo Contencio-
so-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia, con
sede en Sevilla, dirigió una comunicación a la Univer-
sidad de Córdoba, a fin de que remitiera el expediente
administrativo, previo emplazamiento personal de las
partes personadas en el mismo y demás interesados
para que en el plazo de nueve días, al igual que la Admi-
nistración demandada, pudieran comparecer en el pro-
ceso contencioso-administrativo.

No consta, sin embargo, en las actuaciones que por
la Administración demandada, de conformidad con el
art. 64 LJCA, se emplazara personalmente en el proceso
al recurrente en amparo, quien figuraba perfectamente
identificado, con expresa indicación de su domicilio, en
el expediente administrativo del concurso para la pro-
visión de las plazas convocadas, como permite constatar
la lectura de las Resoluciones del Rector de la Univer-
sidad de Córdoba por las que se aprueban, respectiva-
mente, la relación provisional y definitiva de aspirantes
admitidos para la cobertura de la plaza núm. 03V/94.
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Por el contrario, del examen de aquellas actuaciones
se desprende la falta de emplazamiento personal del
demandante de amparo, la cual fue corroborada, a reque-
rimiento de este Tribunal Constitucional, por certificación
emitida por el Secretario general de la Universidad de
Córdoba. Estos hechos evidencian el incumplimiento por
la Administración del deber de emplazar de modo dili-
gente a quien o quienes aparecían indudablemente como
interesados a efectos de la impugnación en el proceso
contencioso-administrativo, lo que, unido a la remisión
incompleta del expediente administrativo, que se circuns-
cribió al escrito del Colegio Oficial de Biólogos solicitando
la modificación de la base de la convocatoria de la plaza
núm. 03V/94 y a la contestación del Rector de la Uni-
versidad de Córdoba a esta petición, determinó que el
órgano judicial no pudiera conocer la existencia de los
aspirantes admitidos en el proceso de selección de dicha
plaza y, lógicamente, tampoco permitió la efectividad
del deber de supervisión que contempla el art. 64 LJCA
(STC 122/1998, de 15 de junio, FJ 5).

Hay que concluir, pues, que se ha producido un incum-
plimiento de las normas que disciplinan el proceso con-
tencioso-administrativo, puesto que no se emplazó per-
sonalmente a quien, como el demandante de amparo,
ostentaba un interés legítimo afectado por el recurso
contencioso-administrativo, cuando además era factible
aquel emplazamiento.

5. La mera constatación de que el demandante de
amparo no fue emplazado debidamente en el proceso
contencioso-administrativo no conlleva sin más la esti-
mación del recurso de amparo. Este Tribunal Constitu-
cional no protege el cumplimiento de la Ley, sino de
la Constitución, de modo que el quebrantamiento del
art. 64 LJCA, que prescribe el emplazamiento personal
de los interesados, no se confunde con la infracción del
art. 24.1 CE, que proscribe la indefensión, siendo lo deter-
minante en esta sede constitucional, por tanto, apreciar
si se ha producido una situación real de indefensión
que sea imputable al órgano judicial (STC 197/1997,
de 24 de noviembre, FJ 4). En otras palabras, según
reiterada doctrina constitucional, y como ya hemos seña-
lado en el fundamento jurídico segundo de esta Sen-
tencia, la falta de emplazamiento personal es una infrac-
ción que sólo deviene lesión constitucional, cuando, pese
a haber mantenido el ciudadano una actitud diligente,
se ve colocado en una situación de indefensión, pero
cuando tal diligencia no existe, aquella lesión tampoco
(STC 56/1985, de 29 de abril, FJ 4). De ahí la necesidad
de atender en general a la diligencia que el emplazado
personalmente haya observado a fin de comparecer en
el proceso, unida al conocimiento extraprocesal que haya
podido tener de su existencia, pues no cabría sostener
una denuncia constitucional de indefensión por quien
coadyuvó a su producción con una actitud pasiva o negli-
gente, que le llevó a no comparecer en el proceso, estan-
do a tiempo de hacerlo, pese a tener conocimiento de
su existencia por cauces distintos a su emplazamiento
personal o haberlo podido tener si hubiera empleado
una mínima diligencia (STC 113/1998, de 1 de junio,
FJ 4; 1/2000, de 17 de enero, FJ 6).

En este sentido, el juicio de imputabilidad al deman-
dante de amparo de la propia indefensión que dice sufri-
da ha de realizarse, como tiene declarado este Tribunal
Constitucional, teniendo presentes las circunstancias del
caso concreto y, singularmente, si aquél tuvo o pudo
haber tenido, empleando un mínimo de diligencia, un
conocimiento procesal de la pendencia del pleito en un
momento procesal todavía oportuno para personarse y
actuar en él en defensa de sus derechos e intereses
(SSTC 129/1991, de 6 de junio, FJ 1; 227/1994, de
18 de julio, FJ 4; 105/1995, de 3 de julio, FJ 4;
26/1999, de 8 de marzo, FJ 5). La cuestión se traslada,

pues, a un problema de prueba de la concurrencia de
dichas circunstancias, cuya carga no recae sobre el pro-
pio recurrente que alega indefensión y que ha de ser,
en principio, fehaciente, aunque basta con que del exa-
men de las actuaciones pueda inferirse de manera sufi-
ciente y razonada que tuvo o hubo de haber tenido un
conocimiento extraprocesal de la pendencia del litigio
o que no podía ignorar su existencia (SSTC 197/1997,
de 24 de noviembre, FJ 6; 113/1998, de 1 de junio,
FJ 4; 26/1999, de 8 de marzo, FJ 5; 1/2000, de 17
de enero, FJ 6).

No cabe apreciar en el presente supuesto que por
parte del demandante de amparo existiera falta de dili-
gencia, pues de las actuaciones no puede deducirse nin-
guna circunstancia o simple indicio que permita apreciar
que hubiera tenido un conocimiento extraprocesal de
la existencia del proceso, obrando como único dato al
respecto en los autos la notificación de la Sentencia
realizada por la Administración demandada una vez con-
cluido, no sólo el proceso contencioso-administrativo,
sino también las pruebas selectivas para la cobertura
de la plaza convocada y adjudicada al solicitante de
amparo. En este sentido, el alegato esgrimido por el Cole-
gio Oficial de Biólogos de que el asunto debatido en
la vía judicial había suscitado especial revuelo en un
grupo no muy nutrido de especialistas en Inmunología
y de que el recurrente en amparo, dada su condición
de Profesor titular de la Universidad de Córdoba y de
Adjunto en el Hospital «Reina Sofía» al que está vinculada
dicha plaza, no pudo haber desconocido la interposición
del recurso contencioso-administrativo, aunque no está
desprovisto de toda lógica en el plano puramente argu-
mentativo, lo cierto es que, a los efectos que nos ocupan,
no se apoya en ningún dado objeto o prueba fehaciente
del que pudiera inferirse la consistencia de dicha ale-
gación (STC 26/1999, de 8 de marzo, FJ 5). De modo
que no cabe imputar al demandante de amparo la inde-
fensión padecida, a falta de datos de los que pueda
inferirse de modo razonable y suficiente (STC 197/1999,
de 25 de octubre, FJ 5), que tuviera o pudiera haber
tenido, empleando un mínimo de diligencia, conocimien-
to extraprocesal de la pendencia del proceso en un
momento todavía oportuno para personarse y actuar en
él en defensa de sus derechos e intereses.

6. Finalmente, aunque es obvio que no corresponde
a este Tribunal Constitucional realizar un juicio mera-
mente hipotético de legalidad sobre el objeto litigioso
del proceso a quo, pues ello extravasaría notoriamente
el ámbito de su jurisdicción (SSTC 144/1997, de 15
de septiembre, FJ 4; 26/1999, de 8 de marzo, FJ 6;
1/2000, de 17 de enero, FJ 7), no puede dejar de recor-
darse que, para apreciar la existencia de lesión cons-
titucional de indefensión, no basta la existencia de un
defecto procesal, sino que es igualmente necesario que
éste se haya traducido en un perjuicio real y efectivo,
nunca potencial y abstracto, de las posibilidades de
defensa en un proceso con todas las garantías en rela-
ción con algún interés de quien invoca el derecho fun-
damental (STC 15/1995, de 24 de enero, FJ 4). Pues
bien, dada la pretensión que se deducía en el recurso
contencioso-administrativo y la parte dispositiva de la
Sentencia recurrida en amparo, es evidente que la falta
de emplazamiento ha causado al demandante de amparo
un perjuicio real y efectivo, al incidir aquella resolución
judicial directamente y en sentido desfavorable en la
esfera de sus derechos e intereses, ya que es evidente,
aunque no corresponde a esta jurisdicción constitucional
determinar el alcance del fallo pronunciado por la Sec-
ción Tercera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia, con sede en Sevilla,
que a la vista de su tenor literal la anulación de la base
impugnada ha de acarrear la nulidad de las pruebas
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selectivas para la cobertura de la plaza controvertida
y del nombramiento efectuado a favor del demandante
de amparo (STC 239/1998, de 15 de diciembre, FF JJ 3
y 4).

7. Las anteriores consideraciones han de conducir
a concluir que la falta de emplazamiento personal y direc-
to del demandante de amparo en el proceso conten-
cioso-administrativo núm. 2042/94 tramitado ante la
Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso-Adminis-
trativo del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía,
con sede en Sevilla, han lesionado su derecho a la tutela
judicial efectiva ex art. 24.1 CE, al impedírsele ejercer
adecuadamente su derecho de defensa, por lo que se
impone la estimación del presente recurso de amparo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo y, en su virtud:

1.o Declarar que la Sentencia recurrida ha vulnerado
el derecho del demandante de amparo a la tutela judicial
efectiva sin indefensión (art. 24.1 CE).

2.o Restablecerle en su derecho y, a tal fin, anular
la Sentencia de la Sección Tercera de la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia
de Andalucía, con sede en Sevilla, de 20 de diciembre
de 1995, recaída en el recurso contencioso-administra-
tivo núm. 2042/94, retrotrayendo las actuaciones al
momento procesal en que debió ser personalmente
emplazado el demandante de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a treinta y uno de enero de dos
mil.—Carles Viver Pi-Sunyer.—Rafael de Mendizábal Allen-
de.—Julio Diego González Campos.—Tomás S. Vives
Antón.—Vicente Conde Martín de Hijas.—Guillermo Jimé-
nez Sánchez.—Firmado y rubricado.

4202 Sala Segunda. STC 21/2000, de 31 de enero
de 2000. Recurso de amparo 3725/96. Pro-
movido por don Serafín Blasco Parras y don
Fausto Loren Butragueño frente a los autos
de la Audiencia Provincial de Madrid y de un
Juzgado de Instrucción de dicha ciudad acor-
dando el archivo de una querella interpuesta
contra miembros del diario «El Mundo» por
supuesto delito de calumnia. Vulneración del
derecho al honor: noticias sobre graves irrre-
gularidades en un concurso de material militar
que no es veraz en lo que atañe a varios
empresarios privados, no siendo suficiente la
remisión a fuentes no identificadas. Voto
particular.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Carles Viver Pi-Sunyer, Presidente; don
Rafael de Mendizábal Allende, don Julio Diego González
Campos, don Tomás S. Vives Antón, don Vicente Conde

Martín de Hijas y don Guillermo Jiménez Sánchez, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3.725/96, promovido
por don Serafín Blasco Parras y por don Fausto Loren
Butragueño, representados por la Procuradora de los Tri-
bunales doña María José Corral Losada y asistidos por
el Letrado don José Luis Zambade Jiménez, contra el
Auto de la Sección Segunda de la Audiencia Provincial
de Madrid recaído en los recursos de apelación inter-
puestos contra el Auto dictado por el Juzgado de Ins-
trucción núm. 5 de Madrid en las diligencias previas
núm. 5.053/94 por el que se disponía el archivo de
las mismas por no ser los hechos constitutivos de infrac-
ción penal. Han sido parte «Unidad Editorial, S. A.», y
don José Luis Lobo Pérez, representados por el Procu-
rador de los Tribunales don José Luis Ferrer Recuero
y asistidos por la Letrada doña María Cristina Peña Carles.
Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el
Magistrado don Carles Viver Pi-Sunyer, quien expresa
el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito registrado en el Juzgado de guardia
el 15 de octubre de 1996, doña María José Corral Losa-
da, Procuradora de los Tribunales, en nombre y repre-
sentación de don Serafín Blasco Parras y don Fausto
Loren Butragueño, interpone recurso de amparo contra
el Auto mencionado en el encabezamiento de esta
Sentencia.

2. Los hechos en los que se fundamenta la demanda
son, sucintamente expuestos, los siguientes:

a) El día 7 de septiembre de 1994 el diario «El Mun-
do» publicó un artículo con el título «Graves irregula-
ridades en un concurso de 25.000.000.000 de pesetas
de material militar». En esta información se afirmaba
que:

«Altos cargos del Ministerio de Defensa, mandos mili-
tares y empresarios del sector de suministros bélicos
han pactado de forma irregular y a cambio de comisiones
millonarias, antes incluso de que sea convocado el con-
curso público, un contrato de 25.000.000.000 de pese-
tas para la venta al Ejército de Tierra de casi medio
millón de equipos de soldado con los que constituir una
reserva de vestuario ante la posibilidad de un hipotético
conflicto.»

En este artículo se sostenía que los principales «ce-
rebros» de la operación eran, entre otros, el Presidente
y Vicepresidente de AESMIDE (Asociación de Empresas
Suministradoras del Ministerio de Defensa), cargo que
desempeñaban los señores Blasco y Loren, respectiva-
mente, ahora recurrentes en amparo.

En el mismo número, la editorial de «El Mundo», vuel-
ve hacer referencia a esta información. Al día siguiente
este mismo periódico volvió a difundir información en
la que se insistía en la idea de que un reducido grupo
de empresarios había tenido conocimiento del pliego
de condiciones técnicas de un concurso que no se había
convocado.

El Ministerio de Defensa hizo pública una nota de
prensa el mismo día que se publicó la noticia desmin-
tiendo tanto la existencia de reuniones que tuvieran
como finalidad favorecer a alguna empresa, como que
se hubiera pactado el pago de ninguna comisión. De


